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Licda.

Silvia Navarro Romanini 

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

S.  D.

Estimada señora: 

En el oficio n.° 6135-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 15 de junio de 2015, se puso en conocimiento de la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica a.i., el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 50-15 celebrada el 28 de mayo del año en curso (artículo XII), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica que informe a este Consejo si el tiempo laborado por el servidor Federico José Fallas Salazar, Auxiliar de Seguridad de la Administración de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores; en la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE) califica para el Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial. Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
A. Presupuestos fácticos:

A.1. El Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA) utilizado por la Dirección de Gestión Humana registra que el señor Fallas Salazar ocupa en condición de propietario el puesto n.° 102162, Auxiliar de Seguridad, adscrito a la Administración Regional de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores. 

A.2. La Unidad de Componentes Salariales de la Sección Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio n.° 1200-UCS-AS-2014, comunicó a la Secretaría General de la Corte que el señor Fallas Salazar presentó su gestión de reconocimiento de tiempo servido en RECOPE, para efectos de anualidades y jubilación, el día 9 de julio de 2014.

B. Presupuestos normativos:

B.1. El pago de las anualidades se encuentra regulado en los siguientes numerales:
· Artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública:
De acuerdo con esta escala de sueldo, cada categoría tendrá aumentos o pasos, de acuerdo con los montos señalados en el artículo 4 anterior, hasta llegar al sueldo máximo, que será la suma del salario base más los pasos o aumentos anuales de la correspondiente categoría. Todo servidor comenzará devengando el mínimo de la categoría que le corresponde al puesto, salvo en casos de inopia a juicio del Ministro respectivo y de la Dirección General de Servicio Civil. Los aumentos anuales serán concedidos por méritos a aquellos servidores que hayan recibido calificación por lo menos de “bueno”, en el año anterior, otorgándoseles un paso adicional, dentro de la misma categoría, hasta llegar al sueldo máximo. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 6408, de 14 de marzo de 1980 y sentencia n.° 15460-2008 de la Sala Constitucional). 

· Artículo 12 ídem:
Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5° se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes reglas: […] d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5° anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo.

· Artículo 4 de la Ley de Salarios del Poder Judicial:

De acuerdo con la escala, cada categoría tendrá salarios intermedios o pasos, además de un salario base y de un salario máximo. Este último corresponderá a los aumentos que la Corte Plena considere necesario, sin que su número pueda ser inferior a treinta.

Todo servidor comenzará devengando el mínimo de la categoría correspondiente, salvo en casos muy calificados en que la Corte Plena disponga, atendidas las circunstancias y por las dos terceras partes de la totalidad de sus miembros, conceder pasos en la categoría asignada a la clase.

Los aumentos de salarios se otorgarán por méritos cada año, de acuerdo con las normas administrativas que al efecto dicte la Corte Plena y en tal caso se concederá el salario inmediato superior al que se estuviere devengando dentro de la misma categoría, hasta llegar al máximo. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 6801 de 24 de agosto de 1982).

· Artículo 12 ídem:

Los aumentos de sueldo que sean procedentes se concederán cada año a partir del ingreso, reingreso o ascenso del servidor, y estarán sujetos a las siguientes reglas: […]

B.2. El reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación se encuentra regulado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que reza:
Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años […]

B.3. A partir del 25 de abril de 2014 entró en vigencia el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial. De este cuerpo normativo son relevantes los siguientes ordinales: 

· Artículo 1:
De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido para efectos de jubilación y anualidades tanto en el Poder Judicial como en el resto del Estado y sus instituciones, que gestionen las personas servidoras judiciales. 

· Artículo 6 ídem:
Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de anualidades y jubilación, se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa o de la persona jubilada judicial. Estos deberán presentar ante el Departamento de Personal la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. 

En el caso de la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.

[…]

En ambos casos, la vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que el interesado cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.

· Artículo 10 ídem:
Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado y sus instituciones se reconoce para efectos de anualidades y jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas:

1) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aún cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad. 

2) Los períodos de permiso sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 

3) Se pagarán aumentos anuales a partir del ingreso, cada vez que la persona servidora judicial cumpla 360 días (año salarial) de prestar sus servicios en forma remunerada y cumpla con los requisitos de este Reglamento.

4) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas).

Los anuales estarán sujetos al porcentaje de la anualidad y éste no aplicará a los profesionales en Ciencias Médicas, a los que se les aplica lo dispuesto en el Ley N° 6836 y sus reformas. 

· Artículo 11 ídem:
Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por el Departamento de Personal para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, el Departamento de Personal procederá al archivo de la gestión. 

B.4. RECOPE se rige por diversos cuerpos normativos, entre ellos:

B.4.1. Ley n.° 5508

· Artículo 1:
Se ratifica y confirma con las enmiendas y aclaraciones que luego se dirán, el convenio celebrado por el Gobierno de Costa Rica, debidamente representado por el Ministro de Economía, Industria y Comercio, don Gastón Kogan, con la autorización del señor Presidente de la República y el Consejo de Gobierno, por la Allied Chemical Corporation, compañía organizada de acuerdo con las leyes de los Estado Unidad de América, por ATICO, S.A., sociedad costarricense y por la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. sociedad regida por la leyes de Costa Rica, cuyo texto es el siguiente. 
B.4.2. Ley n.° 6588

· Artículo 1:

La Refinadora Costarricense de Petróleo, S.A. está sujeta a las regulaciones de esta ley y a aquellas disposiciones legales, reglamentarias y estatutarias que no estén en contradicción con ella. 

C. Jurisprudencia  de interés:

· Sala Segunda, sentencia n.° 346 de las 10:25 horas del 15 de abril de 2011:
II.- SOBRE LA NATURALEZA JURÍDICA DE RECOPE: La Sala Constitucional se ha referido, en forma específica, a la naturaleza jurídica de RECOPE, concluyendo que el régimen jurídico de los empleados es mixto, en el tanto en que se aplica la legislación laboral común, siempre y cuando no se vea desplazada por consideraciones de orden superior, propias del derecho público. En ese sentido, el Tribunal Constitucional en su voto n° 7730, dictado a las 14:47 horas, del 30 de agosto del año 2000, estableció: “VIII.- NATURALEZA JURIDICA DE RECOPE Y REGIMEN JURIDICO DE SUS EMPLEADOS.- La Jurisprudencia de la Sala ha admitido reiteradamente que RECOPE es una empresa pública, que se encuentra organizada de conformidad con la normativa propia del derecho mercantil –es una sociedad anónima constituida según las reglas del Código de Comercio-, pero que, de acuerdo con la Ley 5568 de diecisiete de abril de mil novecientos setenta y cuatro, tiene al Estado como dueño de su capital accionario, reconociendo el carácter especialmente sensible de las labores que ella ha sido llamada a realizar, aspecto que, por cierto, no ha pasado inadvertido para este Tribunal… / La refinadora es pues una empresa pública, que forma parte del sector público no financiero de la economía, lo que tiene consecuencias en cuanto al régimen jurídico que exhibe. En efecto, el artículo 3° inciso 2) de la Ley General de la Administración Pública dispone que el derecho privado regulará la actividad de los entes que por su régimen de conjunto y los requerimientos de su giro puedan estimarse como empresas industriales o mercantiles comunes. Así, en tanto que es empresa pública, a RECOPE le corresponde darse su propia organización, con el objeto de asegurarse la distribución eficiente y económica de los derivados del petróleo (véase Voto 1743-91) y su régimen financiero no se encuentra comprendido en el Presupuesto Nacional. No obstante, la Sala ha dejado en claro que a pesar de que, en principio, RECOPE se encuentra regulada por el Derecho Privado, también se encuentra, por fuerza, sometida a un conjunto de normas de orden público que se le imponen en razón de los fines que debe cumplir y de la naturaleza de los recursos que emplea. Esto significa que, como bien lo ha dicho la Procuraduría, existen una serie de regulaciones de Derecho Público que disciplinan tanto la actividad de la refinadora, como la utilización que haga de dichos recursos. En otras palabras, a pesar de que RECOPE es una sociedad anónima, se encuentra sometida a una serie de controles de tipo administrativo… Todos estos precedentes jurisprudenciales significan que, a pesar de que la actividad de la Refinadora se rige en su mayor parte por el Derecho Privado, existe una importante participación pública orientada a fiscalizar económicamente a la sociedad, lo que se logra en su mayor parte por medio de los controles ejercidos por la asamblea de accionistas, que debe nombrar a los administradores de la empresa y los ordinarios derivados de los principios constitucionales (Contraloría General de la República). Por lo demás, el régimen jurídico es privado, y así debe ser, porque en caso contrario se correría el riesgo de desnaturalizar el concepto institucional, en la forma como originalmente fue concebido. El carácter mixto –de Derecho Público y Derecho Privado- del régimen jurídico de RECOPE, se extiende también por las razones acotadas a las normas que rigen las relaciones entre la Refinadora y sus empleados, a pesar de lo que podría interpretarse de la lectura de los artículos 111 y 112 de la Ley General de la Administración Pública… Así, puede concluirse que el régimen jurídico de los empleados de RECOPE –en principio- es de carácter mixto; se aplica la legislación laboral común siempre y cuando no se vea desplazada por consideraciones de orden superior propias del Derecho Público” (énfasis agregados). Esos criterios se reafirmaron, en el voto n° 12953 de las 16:25 horas, del 18 de diciembre del año 2001. Así las cosas, queda claro que RECOPE forma parte de las entidades del Sector Público y la Ley n° 6821 del 14 de octubre de 1982, denominada Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria –hoy derogada-, la clasificó dentro de las entidades del Sector Financiero no Bancario; razón por la cual, estaba sometida a las directrices emanadas de la Autoridad Presupuestaria, incluidas las de política salarial, empleo y clasificación de puestos. En ese sentido, resulta de interés lo considerado en el voto de la Sala Constitucional n°  6680 de las 10:33 horas, del 17 de diciembre de 1993, que se transcribe en lo que interesa: “En cuanto a la necesaria vinculación de una empresa pública como RECOPE, con las políticas emanadas de la Autoridad Presupuestaria en materia de gasto público, la ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria, en el inciso b) del artículo 2, señala a RECOPE como integrante del Sector Público Financiero no Bancario, sujeto a las órdenes, directrices, reglamentos y decretos emanados de esta Comisión que se refieran a política presupuestaria (inversión, endeudamiento y salarios) y al gasto público en general. En este sentido, RECOPE es parte del Sector Público, para le que las directrices emanadas de la Autoridad Presupuestaria en materia de su competencia, son de obligado acatamiento y no fue excluida de los alcances de la Ley n° 6821, que en su artículo 15 sí exceptuó a las Universidades, Instituto Tecnológico de Costa Rica y gobiernos locales, de su aplicación. A mayor abundamiento, la Sala observa que el artículo 1 del decreto n° 19887-H, al definir su ámbito de aplicación, incluye dentro de la denominación de Institución Pública, entre otras, a las empresas públicas cubiertas por el ámbito de la Autoridad Presupuestaria” (énfasis agregado). Cabe señalar que, a pesar de la derogatoria de la citada Ley n° 6821, por la Ley n° 8131, publicada el 16 de octubre de 2001, que es la denominada Ley de Administración Financiera de la República y presupuestos Públicos, la Refinería Costarricense de Petróleo, también quedó cobijada por esta nueva normativa iuspublicista; la cual, en su artículo 1° y en lo que aquí interesa, dispone: “Ámbito de aplicación. La presente Ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a: … c) La Administración Descentralizada y las empresas públicas del Estado…”. Con esta otra legislación, RECOPE, sigue sometida a las directrices que dicte la Autoridad Presupuestaria; pues, en el artículo 21, se estableció: “Para los efectos del ordenamiento presupuestario del sector público, existirá un órgano colegiado denominado Autoridad Presupuestaria. Además de asesorar al Presidente de la República en materia de política presupuestaria, tendrá las siguientes funciones específicas: a) Formular, para la aprobación posterior del órgano competente según el inciso b) del presente Artículo, las directrices y los lineamientos generales y específicos de política presupuestaria para los órganos referidos en los incisos a), b) y c) del Artículo 1, incluso lo relativo a salarios, empleo, inversión y endeudamiento…” (énfasis agregado). Luego, se hace una exclusión de los lineamientos, pero no de las directrices, que se mantienen en los señalados expresos campos (salarios, empleo y, desde luego, todo lo presupuestario). Esa vinculación de RECOPE a las directrices de política presupuestaria (y salarial), de orden público, también se vio reflejada en la sentencia, de la Sala Constitucional n° 12983 de las 16:25 horas, del 18 de diciembre de 2001, que, aunque referida a la normativa anterior, ayuda a entender la norma actual transcrita. En esa resolución en lo de interés, indicó: “De donde se colige que: a) las Empresas Públicas mantienen la iniciativa de su propia gestión y el Ejecutivo central no puede ordenarles directamente como deben actuar; b) estos entes guardan además la autonomía necesaria para ejecutar por sí mismas sus tareas y dar cumplimiento a obligaciones legales; c) la autonomía comprende asimismo la fijación de los fines, las metas y los tipos de medios para cumplirlas; d) por lo tanto, las directrices que emane la Autoridad Presupuestaria en materia de política presupuestaria (inversión, endeudamiento y salarios), son de obligado acatamiento para RECOPE , e) pero, no obstante, la actuación de la Autoridad Presupuestaria debe permanecer en el campo el diseño y posterior ejecución de las directrices generales sobre política, y la ingerencia de dicha autoridad no puede llegar al extremo de interferir en la ejecución concreta de esas directrices. Esto significa que la mencionada Autoridad no está en capacidad de dar órdenes concretas o someter aprobación los actos específicos de ejecución, que son parte de la autonomía administrativa de esas entidades, pero sí puede –y debe- fiscalizar el cumplimiento de las directrices que promulga y que el Poder Ejecutivo adopta, haciéndolas o convirtiéndolas en oficiales, de tal forma que si éstas son incumplidas por los entes fiscalizados, a la Autoridad le queda abierta la posibilidad de proceder de conformidad con su ley y con la Ley General de la Administración Pública” (énfasis agregado). Queda claro, entonces, que se mantiene la sumisión de RECOPE a las directrices emitidas por la Autoridad Presupuestaria. En consecuencia, está sometida a las políticas salariales y de empleo vigentes para el Sector Público; razón por la cual, igualmente le resulta de aplicación el principio de legalidad. En el mismo sentido se puede ver de este esta Sala, el voto n° 146 de las 14:00 horas, del 9 de abril de 2002. En este sentido, conforme a los precedentes citados de la Sala Constitucional puede concluirse que la naturaleza jurídica de RECOPE y el régimen jurídico de sus empleados es mixto y a sus funciones se les aplica la legislación laboral común, siempre y cuando no se vea desplazada por consideraciones de orden superior, propias del derecho público. Recope se encuentra, por fuerza, sometida a un conjunto de normas de orden público que se le imponen en razón de los fines que debe cumplir y la naturaleza de los recursos que emplea (entre otras, puede consultarse la sentencia de esta Sala n° 571 de las 14:30 horas, del 22 de agosto de 2007).
Ver también las resoluciones n.° 796, de las 9:35 horas del 21 de agosto de 2009; n.° 709, de las 10:35 horas del 22 de agosto de 2008; n.° 571 de las 14:30 horas del 22 de agosto de 2007 y n.° 46 de las 9:45 horas del 3 de febrero de 2006.
· Sala Segunda, sentencia n.° 619 de las 10:00 horas del 30 de julio de 2004: 
III.- SOBRE EL RÉGIMEN DE EMPLEO DE RECOPE: Asuntos semejantes al aquí planteado han sido reiteradamente resueltos por esta Sala, declarando sin lugar la demanda, con base en los principios que rigen las relaciones de empleo público –especialmente el de legalidad-, los cuales, como ha quedado expuesto en la jurisprudencia constitucional y también en la de esta Sala, pueden inclusive ser contrarios a los que rigen las relaciones de empleo privado. No obstante, al trabajar el actor en una empresa del Estado, por esa especial circunstancia, no puede resolverse sin más en idéntico sentido; pues, insoslayablemente, antes debe analizarse la naturaleza del vínculo que une a ambas partes, a los efectos de establecer el carácter de la normativa aplicable; y, a partir de ahí, sí podrá entonces determinarse si al accionante le puede o no ser reconocido el salario en especie que reclama. En este análisis resulta de interés citar la sentencia de la Sala Constitucional N. 244 de las 14:46 horas del 10 de enero del 2001, en cuanto ahí se explicó lo siguiente: […]

De lo anterior puede concluirse, a priori, que la relación del actor con RECOPE se regiría entonces por el Derecho Laboral, pues el régimen de empleo operante es de naturaleza privada, dado que se trata de una empresa pública, encargada de gestiones sometidas al derecho común conforme con el ejercicio de su capacidad de derecho privado. No obstante, esa misma Sala ha hecho referencia, en forma específica, a la naturaleza jurídica de RECOPE, concluyendo que el régimen jurídico de sus empleados es mixto, en el tanto en que se aplica la legislación laboral común,  siempre y cuando no se vea desplazada por consideraciones de orden superior, propias del Derecho Público. En ese sentido, resulta de vital importancia citar lo dispuesto por ese Tribunal Constitucional en su Voto N. 7730, dictado a las 14:47 horas del 30 de agosto del año 2000, en cuanto ahí se estableció: […]

Esos criterios fueron reafirmados en un voto posterior, el N. 12953 de las 16:25 horas del 18 de diciembre del año 2001. Expuesto lo anterior, queda claro que RECOPE forma parte de las entidades del Sector Público y la Ley N° 6281 del 14 de octubre de 1982, denominada Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria (hoy derogada, pero que fue la que estuvo vigente durante el período en que el actor prestó sus servicios), la clasificó dentro de las entidades del Sector Financiero No Bancario, razón por la cual estaba sometida a las directrices emanadas de la Autoridad Presupuestaria, incluidas las de política salarial, empleo y clasificación de puestos. En ese sentido, resulta de interés lo considerado en el voto de la Sala Constitucional N. 6680 de las 10:33 horas del 17 de diciembre de 1993, que se transcribe en lo que interesa: […]
Queda claro, entonces, que la demandada está sometida a las políticas salariales y de empleo vigentes para el Sector Público, razón por la cual resulta de aplicación el principio de legalidad. Nos encontramos, entonces, ante uno de los supuestos que reflejan la naturaleza mixta del régimen jurídico de empleo que rige en RECOPE pues, por disposición legal, la materia presupuestaria (incluyendo la salarial) queda cubierta por el régimen público (en idéntico sentido se pronunció esta Sala al dictar el voto N. 146 de las 14 horas del 9 de abril del 2002). De conformidad con el principio de legalidad, sólo pueden considerarse lícitas y efectivas, como obligaciones a cargo de los respectivos entes, aquellas que se encuentren autorizadas por el ordenamiento (artículos 11 de la Constitución Política y 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública), razón por la cual, la utilización de un bien público sólo puede ser conceptuada como salario en especie, con las consecuencias que esa calificación implica, si está regulada de manera expresa en el ordenamiento en esa forma. En otras palabras, un determinado beneficio percibido por un funcionario público sólo puede considerarse como salario en especie, si el ordenamiento jurídico expresamente le reconoce esa condición. En este caso, no se ha demostrado la existencia de una norma jurídica que le atribuya tal carácter al vehículo, el celular y la alimentación de que disfrutó el accionante. Además, en materia de empleo público, la tendencia legislativa ha sido restringir el concepto de salario en especie, con el fin de buscar una protección adecuada de los recursos públicos, tal y como se desprende del artículo 9 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, aplicable en dicho sector como principio general, según el cual no tendrán el carácter de salario las prestaciones o suministros adicionales que en algunos casos se otorgaren a los servidores públicos, tales como los que cubran gastos de alojamiento, alimentación, vehículos, uniformes, etcétera. Y se descarta la posibilidad de acudir a lo dispuesto sobre la materia en el Código de Trabajo (artículo 166), como norma supletoria del derecho privado (artículo 13 de la Ley General de Administración Pública), puesto que por esta vía no es posible desatender la limitación que resulta de la mencionada norma salarial del ordenamiento administrativo, la cual tiene, según se dijo, rango de principio aplicable en el sector público en materia de salarios (artículo 9 de la Ley General citada) (consultar al respecto los votos N. 166 de las 10:15 horas del 24 de mayo de 1995 y 357 de las 10:30 horas del 8 de noviembre de 1996).
D. Antecedentes administrativos de interés.
E.4. El Consejo Superior, en ocasiones anteriores, ha reconocido tiempo servido en RECOPE para ambos efectos, anualidades y jubilación. A continuación se enlistan algunos acuerdos:
· Sesión n.° 82-10 celebrada el 9 de setiembre de 2010, artículo XXIII (para efectos de anualidades y jubilación).

· Sesión n.° 001-11 celebrada el 11 de enero de 2011, artículo XXV (para efectos de jubilación).

· Sesión n.° 004-11 celebrada el 20 de enero de 2011, artículo XXXIII (para efectos de anualidades y jubilación).

· Sesión n.° 64-13 celebrada el 20 de junio de 2013, artículo XIX (para efectos de jubilación).

· Sesión n.° 98-13 celebrada el 17 de octubre de 2013, artículo XXII (para efectos de jubilación).

· Sesión n.° 53-14 celebrada el 10 de junio de 2014, artículo XXXII (para efectos de anualidades y jubilación).
· Sesión n.° 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo XXIII (para efectos de anualidades y jubilación).
E. Criterio legal:
Analizados los antecedentes administrativos citados, así como la jurisprudencia dictada por la Sala Segunda en relación con la naturaleza jurídica de RECOPE y el dictamen emitido por la Procuraduría General de la República traído a colación, esta Dirección estima que el reconocimiento resulta procedente para ambos efectos –anualidades y jubilación- siempre y cuando el tiempo laborado por parte de la persona gestionante se haya dado posterior a la entrada en vigencia de la Ley n.° 5508, 17 de abril de 1974. 
Esto por cuanto RECOPE tiene una naturaleza mixta, pero en cuanto al régimen jurídico de empleo que se encuentra incluida dentro la materia presupuestaria, por disposición legal, queda cubierta por el régimen público.
Conclusión: 

En ese orden de ideas, si el tiempo a reconocer a don Federico data después de la fecha antes indicada (pues no se indica el momento en que se laboró el tiempo a reconocer) sí existe fundamento legal para acceder a su pretensión; caso contrario, el reconocimiento debe ser denegado. 
Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz
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Atentamente, 

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla
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